El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Proceso

Ordinario Laboral – Confirma sentencia que negó las pretensiones
Radicación Nro.
66001-31-05-004-2015-00103-02
Demandante:

María Teresa Agudelo Quintero   

Demandado:

Colpensiones y otros
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:


TRASLADO ENTRE REGÍMENES PENSIONALES. “Establece el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003 que los afiliados al sistema general de pensiones podrán escoger el régimen pensional que prefieran, pero que una vez efectuada la selección inicial, éstos solo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial. A renglón seguido, señala la precitada norma, que después de un (1) año de vigencia de la Ley 797 de 2003, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez. Ahora bien, prevén los incisos 4º y 5º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que aquellos afiliados que se trasladen voluntariamente del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con solidaridad, perderán, en caso de que retornen al primero, todas prerrogativas propias del régimen de transición al que pertenecían. No obstante lo anterior, tanto la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia como la Corte Constitucional al analizar la temática planteada, han señalado que aquellos afiliados que habiendo pertenecido al régimen de prima media con prestación definida y se hayan trasladado al de ahorro individual con solidaridad, podrán trasladarse en cualquier tiempo sin perder el régimen de transición, siempre y cuando hayan obtenido ese beneficio por tener acreditados antes del 1º de abril de 1994, 15 años de servicios, pues tales condiciones no se les puede mantener a los afiliados que pertenecieron al régimen de transición en consideración a la edad.”.  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de marzo de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral N° 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA TERESA AGUDELO QUINTERO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 1° de abril de 2016, dentro del proceso que promueve en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y de la AFP PORVENIR S.A., y al cual fue vinculado para integrar el contradictorio el MUNICIPIO DE PEREIRA, cuya radicación corresponde al N° 66001-31-05-004-2015-00103-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Teresa Agudelo Quintero que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se ordene el traslado del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida y con base en ello aspira que se condene a la AFP Porvenir S.A. a trasladar la totalidad de los aportes efectuados en esa Administradora con destino a Colpensiones, entidad que a su vez debe reconocerle la pensión de vejez a partir del 17 de marzo de 2005, con descuento de las mesadas pensionales que se alcanzaron a cancelar por parte de la AFP demandada, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 17 de marzo de 1950, por lo que los 55 años de edad los cumplió en la misma calenda del año 2005 y teniendo para el 1° de abril de 1994 más de 35 años de edad; prestó sus servicios en el Municipio de Pereira, siendo afiliada por la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. al ISS el 24 de marzo de 1993 para cubrir los riesgos IVM. Se trasladó el 30 de enero de 1997 a la AFP Horizonte S.A hoy Porvenir S.A.; solicitó ante esta última entidad el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, quien en efecto se la reconoció a partir del 1º de septiembre de 2010; inconforme con el monto y la modalidad de la pensión reconocida y considerando que es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, elevó reclamación administrativa ante Colpensiones el 29 de mayo de 2012 con el fin de que se le reconozca la pensión de vejez en el RPM, sin embargo, a la fecha de presentación de la demanda no se le ha dado respuesta de fondo a esa petición; la AFP suspendió el pago de la pensión de vejez desde el 30 de noviembre de 2012, argumentando que se había equivocado al reconocer la prestación, ya que es Colpensiones quien debe asumir esa responsabilidad; en su vida laboral ha hecho cotizaciones correspondientes a 1132.71 semanas, esto es, 811,57 con el Municipio de Pereira entre el 5 de enero de 1977 y el 15 de octubre de 1992 y 321.14 semanas con la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira entre el 23 de marzo de 1993 y el 21 de junio de 1999.

Al dar respuesta a la demanda –fls.61 a 87- la AFP Porvenir S.A. aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento de la actora, el reconocimiento de la pensión de vejez y la posterior suspensión del pago de la misma. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso únicamente a la pretensión concerniente a que se trasladen los aportes hechos en el RAIS con destino al RPM, pues en la cuenta no existe saldo al haberse reconocido en su momento la pensión de vejez. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Genérica”, “Buena fe”, “Compensación”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Exoneración de condena en costas y de intereses de mora”, “Conflicto jurídico excluyente”.

Por su parte la Administradora Colombiana de Pensiones al contestar la demanda –fls.135 a 138- aceptó que la demandante nació el 17 de marzo de 1950 y que elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez ante esa entidad, sin que se le haya dado respuesta. Respecto a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de fondo que denominó “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

Después de ser vinculado al proceso, el Municipio de Pereira contestó el libelo introductorio –fls.167 a 173- aceptando la fecha de nacimiento de la actora, que prestó sus servicios como empleada pública en esa entidad y en la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira, sin confirmar los extremos de esas relaciones, así como el reconocimiento de la pensión por parte de Porvenir S.A. y la posterior suspensión del pago de la mesada. Frente a los demás hechos indicó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de fondo de “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Prescripción” y las “Genéricas”.

En sentencia de 1º de abril de 2016, la funcionaria de primera instancia determinó que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, en consideración a que en el caso de la señora María Teresa Agudelo Quintero se presenta cosa juzgada constitucional, pues la AFP Porvenir S.A. atendiendo la orden impartida en sentencia de tutela de 3 de agosto de 2010 proferida por el Juzgado Cuarto Civil Municipal Pereira, que quedó debidamente ejecutoriada, reconoció a partir del 1º de septiembre de 2010 la pensión de vejez dentro del RAIS, situación que lleva a concluir que a pesar de que la actora podía haber solicitado el traslado de régimen al RPM por tener acreditados 15 años de servicios antes del 1º de abril de 1994, no lo hizo en su momento cuando tenía la calidad de afiliada, sino que su intención fue la de pensionarse dentro de ese régimen pensional, por lo que acudió a la vía constitucional para consolidar ese derecho; siendo adicionalmente imposible ordenar un traslado de una persona que ya tiene el status de pensionado, como ocurre con la señora Agudelo Quintero.

Inconforme con la decisión, la señora María Teresa Agudelo Quintero interpuso recurso de apelación argumentando que de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, reiterada en la sentencia radicada bajo el Nº 46.292 de 2014, los jueces tienen la facultad de ordenar el traslado de régimen pensional, específicamente, del RAIS al RPM cuando los afiliados reúnan los requisitos establecidos para ello, y teniendo en cuenta que ella acredita 15 años de servicios a 1º de abril de 1994, resulta dable que en este ordinario laboral se ordene el traslado solicitado en la demanda.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Hay lugar a que por medio de este proceso ordinario laboral se ordene el traslado de la señora María Teresa Agudelo Quintero del RAIS al RPM?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

TRASLADO ENTRE REGÍMENES PENSIONALES

Establece el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003 que los afiliados al sistema general de pensiones podrán escoger el régimen pensional que prefieran, pero que una vez efectuada la selección inicial, éstos solo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección inicial.

A renglón seguido, señala la precitada norma, que después de un (1) año de vigencia de la Ley 797 de 2003, el afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez.

Ahora bien, prevén los incisos 4º y 5º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que aquellos afiliados que se trasladen voluntariamente del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con solidaridad, perderán, en caso de que retornen al primero, todas prerrogativas propias del régimen de transición al que pertenecían.

No obstante lo anterior, tanto la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia como la Corte Constitucional al analizar la temática planteada, han señalado que aquellos afiliados que habiendo pertenecido al régimen de prima media con prestación definida y se hayan trasladado al de ahorro individual con solidaridad, podrán trasladarse en cualquier tiempo sin perder el régimen de transición, siempre y cuando hayan obtenido ese beneficio por tener acreditados antes del 1º de abril de 1994, 15 años de servicios, pues tales condiciones no se les puede mantener a los afiliados que pertenecieron al régimen de transición en consideración a la edad.  

EL CASO CONCRETO

La funcionaria de primer grado desestimó las pretensiones de la demanda, al considerar que se configuraba la excepción de cosa juzgada constitucional, porque el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira en sentencia de tutela de 3 de agosto de 2010 resolvió la situación pensional de la señora María Teresa Agudelo Quintero, al ordenarle de manera definitiva a la AFP Porvenir S.A. que le reconociera y cancelara a la actora la pensión de vejez.

La Sala disiente de este argumento por lo siguiente:

Al revisar la sentencia de tutela –fls.118 a 128- se percibe que lo que hizo el Juez Constitucional fue tutelar a la señora Agudelo Quintero el derecho fundamental de petición, ordenando a la AFP que en el término de 48 horas, mediante resolución motivada, resolviera la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, sin consideración a que se haya o no liquidado el bono pensional; esta situación se evidencia con mayor claridad en la parte considerativa, cuando el despacho indica que la entidad accionada, dentro del término señalado anteriormente, deberá resolver la petición de pensión de vejez “concediéndola o negándola, pero en todo caso la decisión deberá estar debidamente motivada.”.

Lo anterior muestra que el Juzgado Cuarto Civil Municipal en ningún momento definió en sede de tutela el derecho a la pensión de vejez de la señora María Teresa Agudelo Quintero, por lo que resultó equivocada la decisión de la a quo de negar las pretensiones al considerar que se había configurado cosa juzgada constitucional. 

Aclarado lo anterior, y en aras de resolver el problema jurídico planteado en esta sede, debe resaltarse que lo que pretende la señora Agudelo Quintero en el presente asunto, tal y como se ve en el libelo introductorio –fls.2 a 19- es que se declare que “… cumple con los requisitos para trasladarse del régimen de ahorro individual con solidaridad –RAIS- (BBVA HORIZONTE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. hoy PORVENIR S.A.) al Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrado por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES.” y como consecuencia de ello se trasladen los aportes recaudados y efectuados al RAIS con destino al RPM, para que posteriormente se reconozca la pensión de vejez.

La demandante sustenta esas pretensiones en diecisiete hechos, en los que básicamente afirma tener acreditados 15 años de servicios antes del 1º de abril de 1994, lo que le permite que a pesar de haberse trasladado del RPM al RAIS, pueda retornar en cualquier tiempo sin perder los beneficios propios del régimen de transición contenido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

Es claro entonces que la demandante en ningún momento pone en tela de juicio la legalidad del traslado de régimen, que se perfeccionó con la afiliación a la AFP Porvenir S.A. el 14 de abril de 1998 –fl.88-, pues tal y como se observa, ella considera que puede retornar al RPM por acreditar 15 años de servicios antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones.

En efecto, según el certificado de información laboral emitido por el Municipio de Pereira –fl.207- ella prestó sus servicios a favor de ese ente territorial entre el 5 de enero de 1977 y el 15 de octubre de 1992, esto es, por un lapso de 15 años 9 meses y 11 días; situación ésta que le permitía en su condición de afiliada al sistema general de pensiones, trasladarse en “cualquier tiempo” al RPM sin perder los beneficios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tal y como lo han señalado la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional.

No obstante lo anterior, es clara la normatividad y la jurisprudencia en señalar que esos traslados entre regímenes operan en el sistema general de pensiones cuando las personas ostentan la calidad de afiliados, es decir, que una vez se obtiene el status de pensionado en alguno de los dos regímenes que integran el sistema general de pensiones, finaliza la oportunidad de solicitar traslados, pues la situación pensional queda completamente definida.

Bajo ese panorama, no es procedente ordenar el traslado de régimen pretendido por la señora Agudelo Quintero, pues el motivo que la llevó a considerar la posibilidad de que se ordenara el traslado, fue su inconformidad con la modalidad y el monto de la pensión de vejez reconocida por la AFP Porvenir S.A., cuando ya había dejado de ser una afiliada al sistema general de pensiones y se había convertido en pensionada, esto en cuanto su situación jurídica pensional ya se había concretado de manera definitiva.

No puede pasar por alto la Sala que la señora María Teresa Agudelo Quintero en uno de los hechos relatados en la demanda manifiesta que la AFP accionada suspendió el pago de la pensión de vejez desde el 30 de noviembre de 2012.

En efecto, en oficio EPJTP-12-6945 de 30 de noviembre de 2012 –fls.109 y 110- la demandada le informa a la señora Agudelo Quintero que fue equivocada su decisión de reconocerle la pensión, en consideración a que el Fondo Territorial de Pensiones de Pereira le reconoció a través de resolución Nº 4960 de 15 de noviembre de 2011, prestación que tiene vocación de ser compartida, figura ésta que no es aplicable al régimen de ahorro individual con solidaridad, sino al régimen de prima media con prestación definida, razón por la que, considera, que es Colpensiones quien debe asumir el reconocimiento y pago de la pensión de vejez.

Cierto es que el mencionado Fondo Territorial en resolución Nº 4960 de 2011 que se ve a folios 113 a 116 le reconoció a la demandante pensión mensual de jubilación, la cual tiene la vocación de ser compartida como acertadamente lo manifiesta Porvenir S.A., motivo por el que resulta oportuno recordar que la Sala de Casación Laboral en sentencia de 18 de septiembre de 2012 con radicación Nº 32951 manifestó que desde los orígenes de la Ley 90 de 1946, se ha entendido que la finalidad de la compartibilidad pensional es la subrogación total o parcial de una obligación que estaba en cabeza del empleador, pero que al reunirse los requisitos legales pertinentes, es asumida por la entidad de seguridad social a la que se encuentran inscritos los empleadores y afiliados sus trabajadores.

Ese entendimiento dado por la Corte, permite colegir que la vocación compartibilidad de una pensión de jubilación no se encuentra limitada a que el pensionado por jubilación deba permanecer afiliado al régimen de prima media con prestación definida, pues el único efecto que ello produce, es que el empleador se subrogue parcial o totalmente respecto de la obligación pensional contraída con su trabajador, lo cual sucede cuando éste cumpla los requisitos para acceder a la pensión de vejez, prestación ésta que puede ser causada en cualquiera de los dos regímenes pensionales que coexisten en el sistema general de pensiones.

Ahora bien, cierto es que el inciso final del artículo 5º del Decreto 3995 de 2008 indica que cuando un trabajador tenga derecho a una pensión compartida no podrá vincularse al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), pero dicha prohibición no opera en este caso, pues no existía para el momento en que la señora María Teresa Agudelo Quintero se trasladó del RPM al RAIS, esto es, el 14 de abril de 1998; pero sobre todo no es posible aplicar lo previsto en esa norma, porque ella como trabajadora de la Empresa de Telecomunicaciones de Pereira S.A. ESP, al momento en que se cambió de régimen pensional no tenía derecho aun a ninguna pensión que permitiera pensar en una posible compartibilidad, toda vez que la pensión convencional solo se otorgó con la resolución Nº 4960 de 2011.  

Bajo esos parámetros, la decisión adoptada por la AFP de suspender el pago de la pensión de vejez a la señora María Teresa Agudelo Quintero no se encuentra ajustada a derecho.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida el 1º de abril de 2016, pero por las razones expuestas en el presente proveído.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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